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CONSULTA 058/2024. Tramitación urgente del expediente y sus plazos en procedimientos 

restringidos no SARA. 

CONSULTA 

“Este Ayuntamiento está tramitando un procedimiento para licitar la concesión del servicio de 

kiosco de la piscina municipal por procedimiento restringido mi pregunta es si podría aplicarse 

la tramitación de urgencia dada la próxima apertura de la piscina prevista para el XX de XX en 

caso afirmativo si los plazos para presentar proposiciones y en la segunda fase de presentación 

de ofertas podrían reducirse y en este caso cuáles serían dichos plazos reducidos, es un contrato 

que no está sujeto a regulación armonizada”. 

 

RESPUESTA 

Para responder a la citada consulta, resulta preciso partir del artículo 119.1 de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, 

de 26 de febrero de 2014 (LCSP, en adelante), que regula la tramitación urgente del expediente 

en los siguientes términos: 

“1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los expedientes correspondientes a los 

contratos cuya celebración responda a una necesidad inaplazable o cuya adjudicación 

sea preciso acelerar por razones de interés público. A tales efectos el expediente deberá 

contener la declaración de urgencia hecha por el órgano de contratación, debidamente 

motivada. 

Sobre la tramitación de urgencia, tuvo ocasión de pronunciarse entre servicio en la consulta 

008/2022, de la que podemos extraer lo siguiente: 

“En relación con la tramitación de urgencia, indicar que la misma está prevista en el 

artículo 119 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 

que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, 

LCSP), en el que se establecen una serie de especialidades en la tramitación de los 

expedientes calificados de urgencia, especialidades que se traducen en: 

https://contratacion.castillalamancha.es/sites/default/files/infocontrataclm/descargar_consulta_008-2022_0%20%281%29.pdf
https://contratacion.castillalamancha.es/sites/default/files/infocontrataclm/descargar_consulta_008-2022_0%20%281%29.pdf
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- Preferencia para su despacho por los órganos que participan en el expediente de 

contratación, ya sea emitiendo informes o cumplimentando trámites. 

- Reducción a la mitad de los plazos para la licitación, adjudicación y formalización 

del contrato, con una serie de excepciones entre las que figura la presentación de 

proposiciones. 

- Ejecución del contrato, que debe iniciarse en el plazo máximo de 1 mes desde su 

formalización. 

La ley prevé dos supuestos en los que únicamente podrá basarse el órgano de 

contratación para acudir a este tipo de tramitación: que se trate de contratos cuya 

celebración responda a una necesidad inaplazable, o que sea preciso acelerar la 

adjudicación del contrato por razones de interés público. 

Además, deberá figurar en el expediente de contratación una declaración del órgano de 

contratación justificando la calificación de la tramitación del expediente como de 

urgencia. 

En este sentido, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 

de Canarias, en Sentencia de 26 de enero de 2004 (recurso 623/1999), ha señalado:  

“(…) La tramitación urgente de los expedientes de contratación administrativa 

constituye una facultad de la Administración, de carácter excepcional, para el 

ejercicio de la cual han de concurrir los requisitos exigidos en el precepto 

transcrito. De una parte, se trata de una modalidad de contratación utilizable, 

bien cuando la necesidad del contrato sea inaplazable, o cuando sea preciso 

acelerar la adjudicación por razones de interés público, por lo que la 

concurrencia del hecho constitutivo de uno u otro de tales supuestos ha de 

resultar acreditada. El primero -necesidad inaplazable- comporta el que no se 

pueda esperar para la celebración del contrato porque exista un límite temporal 

impuesto por las circunstancias del caso, hecho que se ha de acreditar en el 

expediente, como es obvio. Y por mismo sucede con el segundo supuesto; han de 

concurrir las razones de interés público que hagan preciso, que exijan acelerar la 

adjudicación, que no la ejecución del contenido del contrato. 
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Por otro lado, el expediente ha de contener la declaración de urgencia hecha por 

el órgano de contratación. (…) Pero, además - y esto es lo fundamental- la 

susodicha declaración de urgencia ha de estar "debidamente motivada". Como 

es sabido, la motivación consiste en la explicación razonada y razonable del 

contenido del acto de que se trate. (…) 

Y por supuesto, no se subsana la falta de motivación con la alegación de que el 

concurso se tramita con urgencia " a fin de no perder los créditos presupuestados 

a tal fin". Y esto porque, amén de no existir prueba alguno de ello, y de no 

especificar el destino del crédito que se dice presupuestado (la frase "a tal fin" 

nada explica), en manera alguna resulta jurídicamente admisible el que la 

Administración, conocedora de todas las circunstancias de lo que tiene 

proyectado contratar, retrase la tramitación del expediente de contratación 

para obviar la utilización del procedimiento ordinario y acudir, con una actuación 

que incluso puede encajar en el supuesto de fraude de ley, al procedimiento de 

urgencia.(…)”. 

El Tribunal Supremo que, en la Sentencia de 27 de febrero de 2008 (recurso 5608/2004), 

resuelve en casación el caso enjuiciado por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias a 

que se ha hecho mención en el párrafo anterior, da la razón al mismo y señala:  

“(…) La jurisprudencia de esta Sala viene estableciendo de modo constante y 

uniforme que la declaración de urgencia que exige la Ley ha de ser realizada por 

el órgano competente para contratar y estar debidamente motivada y en 

relación con la motivación exige que se trate de una situación urgente 

objetivamente evaluable y no apreciada de modo subjetivo por el órgano de 

contratación, de modo que responda la urgencia a razones de interés público 

que se acrediten de modo razonable y con criterios de lógica o que se demuestra 

la necesidad inaplazable de tramitar el procedimiento con la urgencia que 

requiera, para que de ese modo no se altere de modo injustificado el 

procedimiento ordinario de contratación que la Ley prevé como garantía del 

interés público. Así resulta de Sentencias como las de 28 de octubre de 1992 o la 

más reciente de esta Sección Cuarta de 19 de noviembre de 2004. (…)”. 
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Pues bien, en el supuesto que nos ocupa, la consultante expone que la tramitación de urgencia 

vendría dada la próxima apertura de la piscina prevista para el XX de XX. Este servicio entiende 

que la apertura de una piscina de verano se trata, normalmente, de un hecho previsible que 

tiene lugar en la época estival y, por tanto, el órgano de contratación podría haber previsto, en 

este caso, la necesidad de contratar el servicio de quiosco, planificando dicha contratación con 

antelación, sin necesidad de acudir a la tramitación de urgencia.  

No obstante, este mismo servicio, desconoce los hechos que rodean la situación concreta del 

supuesto que nos ocupa, siendo al órgano de contratación al que le corresponde la facultad de 

determinar si se dan o no los requisitos establecidos legalmente para declarar la urgencia del 

expediente.  En cualquier caso, si finalmente determina que es de aplicación dicha urgencia, 

deberá motivarlo debidamente en el expediente, como se ha indicado con anterioridad. 

En cuanto a la segunda de las cuestiones planteadas, sobre si los plazos para presentar 

proposiciones y en la segunda fase de presentación de ofertas podrían reducirse y en este caso 

cuáles serían dichos plazos reducidos, es un contrato que no está sujeto a regulación armonizada, 

hemos de señalar, que el propio artículo 119 de la LCSP regula, en su apartado 2º, las 

especialidades de los expedientes calificados como urgentes. Destacaremos las partes que 

afectan a los procedimientos restringidos: 

“2. Los expedientes calificados de urgentes se tramitarán siguiendo el mismo 

procedimiento que los ordinarios, con las siguientes especialidades: 

a) Los expedientes gozarán de preferencia para su despacho por los distintos órganos 

que intervengan en la tramitación, que dispondrán de un plazo de cinco días para emitir 

los respectivos informes o cumplimentar los trámites correspondientes. 

Cuando la complejidad del expediente o cualquier otra causa igualmente justificada 

impida cumplir el plazo antes indicado, los órganos que deban evacuar el trámite lo 

pondrán en conocimiento del órgano de contratación que hubiese declarado la urgencia. 

En tal caso el plazo quedará prorrogado hasta diez días. 
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b) Acordada la apertura del procedimiento de adjudicación, los plazos establecidos en 

esta Ley para la licitación, adjudicación y formalización del contrato se reducirán a la 

mitad, salvo los siguientes: 

1.º El plazo de quince días hábiles establecido en el apartado 3 del artículo 153, como 

período de espera antes de la formalización del contrato. 

(…). 

3.º Los plazos de presentación de solicitudes y de proposiciones en los procedimientos 

restringido y de licitación con negociación en los contratos de obras, suministros y 

servicios sujetos a regulación armonizada, que se podrán reducir según lo establecido en 

el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 161 y en la letra b) del apartado 1 del 

artículo 164, según el caso. 

(…). 

c) El plazo de inicio de la ejecución del contrato no podrá exceder de un mes, contado 

desde la formalización”. 

En este sentido, el párrafo segundo del artículo 161 de la LCSP, señala que: “Cuando el plazo 

general de presentación de solicitudes sea impracticable por tratarse de una situación de 

urgencia, en los términos descritos en el artículo 119, el órgano de contratación para los 

contratos de obras, suministros y servicios podrá fijar otro plazo que no será inferior a quince 

días contados desde la fecha del envío del anuncio de licitación”. 

Por su parte, el artículo 164.1.b) establece: “b) Cuando el plazo general de presentación de 

proposiciones sea impracticable por tratarse de una situación de urgencia, en los términos 

descritos en el artículo 119, el órgano de contratación podrá fijar otro plazo que no será inferior 

a diez días contados desde la fecha del envío de la invitación escrita”. 

Por tanto, y respondiendo a la pregunta planteada relativa a los plazos para presentar solicitudes 

y para presentar ofertas en los procedimientos restringidos no sujetos a regulación armonizada 

y declarados urgentes, podemos afirmar que dichos plazos serían los siguientes: 
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- Para la presentación de solicitudes de participación: el fijado por el órgano de contratación, 

que como mínimo será de 15 días, a contar desde la fecha de envío del anuncio de licitación. 

- Para la presentación de proposiciones: el fijado por el órgano de contratación que como 

mínimo será de 10 días, a contar desde la fecha del envío de la invitación escrita. 

 

Finalmente, indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y, en ningún caso, resulta vinculante. 

 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 


